
para los que la demandante había solicitado el registro, y (iv) 
infracción del artículo 7, apartado 3, del Reglamento (CE) n o 
207/2009 del Consejo, en la medida en que la Sala de Recurso 
resolvió erróneamente que la marca no había adquirido carácter 
distintivo, para los productos o servicios para los cuales se 
solicitaba el registro, como consecuencia del uso que se había 
hecho de la misma. 

Recurso de casación interpuesto el 3 de agosto de 2011 
por Carlo De Nicola contra la sentencia dictada por el 
Tribunal de la Función Pública el 28 de junio de 2011 en 

el asunto F-49/10, De Nicola/BEI 

(Asunto T-418/11 P) 

(2011/C 282/79) 

Lengua de procedimiento: italiano 

Partes 

Recurrente: Carlo De Nicola (Strassen, Luxemburgo) (represen­
tante: L. Isola, abogado) 

Otra parte en el procedimiento: Banco Europeo de Inversiones 

Pretensiones 

La parte recurrente solicita al Tribunal General que: 

— Case la sentencia dictada el 28 de junio de 2011 por el 
Tribunal de la Función Pública en el asunto F-49/10, relativa 
a la anulación de la decisión contenida en el e-mail de 11 de 
mayo de 2010, en la medida en que el BEI no permitió que 
se finalizara el procedimiento administrativo e impidió que 
se intentara llegar a un arreglo amistoso de la controversia, 
negándose implícitamente a reembolsar un gasto médico de 
3 000,00 EUR. 

— Condene al BEI a reembolsar la cantidad de 3 000,00 EUR, 
pagada por el recurrente por un tratamiento láser que le fue 
prescrito y prestado en Italia; así como a pagar los intereses, 
reevaluación monetaria y costas procesales. 

Motivos y principales alegaciones 

En apoyo de su recurso, la parte recurrente invoca los siguientes 
motivos: 

A. Sobre los hechos. 

1) El recurrente denuncia la distorsión de una pretensión y 
la ausencia de pronunciamiento sobre otra. 

2) Asimismo deplora la posición privilegiada reservada a la 
institución, que una vez más se limitó a afirmar deter­
minados hechos que el Tribunal de la Función Pública 
consideró probados. 

B. Sobre la pretensión de anulación. 

3) El recurrente solicita que se anule la decisión que le fue 
comunicada mediante e-mail de 11 de mayo de 2010, en 
la medida en que el BEI declinó nombrar a un tercer 
médico, rehusó incoar el procedimiento de conciliación 
con arreglo al artículo 41 del Reglamento del Personal y 
se negó a reembolsarle los gastos de 3 000,00 EUR en 
que incurrió debido a un tratamiento con láser que le fue 
prescrito y prestado en Italia. 

4) En lo que respecta a la impugnación de la negativa a 
nombrar a un tercer médico, el Tribunal de la Función 
Pública declaró inadmisible la pretensión por estimar que 
el recurrente debería haber impugnado un acto inexis­
tente de 24 de marzo de 2008, sin explicar el vínculo 
que unía el acto impugnado al que considera lesivo del 
derecho y sin declarar en virtud de qué reglas había 
pasado a ser un acto denegatorio del BEI el dictamen 
atribuido al fiduciario del BEI. 

5) El recurrente sostiene que, al ser un acto interno del 
procedimiento, el dictamen no lesiona el derecho y 
nunca es recurrible autónomamente. 

En cambio, el Tribunal de.la Función Pública invirtió 
todos los precedentes jurisprudenciales y decidió introdu­
cir un plazo de tres meses para recurrir cualquier acto 
interno de un procedimiento, estableciendo que los pla­
zos para recurrir ante el juez empiezan a contar a partir 
de la misma fecha en que el empleado presenta una 
solicitud, al margen de la adopción de un acto y sin 
conocer siquiera su motivación. 

6) El recurrente impugna todo el sistema de reglas que, a 
pesar de haber sido dictadas para las instituciones públi­
cas, el Tribunal de.la Función Pública pretende aplicar al 
BEI, que se organizó como entidad bancaria privada y 
cuyos empleados tienen un contrato de trabajo de Dere­
cho privado. Con la consecuencia de que los actos que 
les afectan no son actos administrativos, no representan 
el ejercicio de una potestas, no son actos de autoridad y 
no gozan de la presunción de legitimidad, de modo que 
no existe ninguna analogía con los empleados públicos, y 
tampoco hay necesidad de conferir una inmediata esta­
bilidad a los actos organizativos adoptados a imagen de 
una entidad bancaria privada cualquiera. 

7) Asimismo, el recurrente deplora el carácter ilógico de la 
motivación en la medida en que excluyó su error excusa­
ble atribuyéndole el conocimiento de un acto que sólo 
fue notificado a su defensor. 

8) Por último, señala que en todos los ordenamientos el 
acto nulo es recurrible en cualquier momento, no sólo 
dentro del plazo de caducidad establecido para los actos 
anulables.
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9) En relación con el procedimiento de conciliación del 
artículo 41 del Reglamento del Personal, el recurrente 
sostiene que no se trata de un requisito procesal, y que 
sin embargo el Tribunal de la Función Pública pretende 
asimilarlo ilegalmente al recurso administrativo que es­
tán obligados a interponer todos los empleados públi­
cos de la Unión, que sí que es obligatorio y marca el 
límite del sucesivo recurso judicial. 

10) Sobre la impugnación de la negativa a incoar el men­
cionado procedimiento de conciliación, el recurrente 
considera ilegal la decisión del Tribunal de la Función 
Pública porque el Banco no puede rechazarla nunca. 

De ello se deriva, por una parte, que ninguna motiva­
ción puede sostener legítimamente esa negativa y, 
por otra, que si se estima la pretensión del empleado, 
deberá imputarse al Banco una responsabilidad agravada 
y condenarlo ineludiblemente al pago de las costas pro­
cesales. 

11) En lo que atañe a la negativa implícita a rembolsar el 
gasto del tratamiento láser, De Nicola sostiene que la 
inexistencia de motivación es un signo indudable de 
exceso de poder, dado que el reembolso sólo puede 
denegarse en tres casos, mientras que la inexistencia 
de un acto formal representa una nulidad absoluta, re­
currible por ello en cualquier momento. 

12) Por último, debe considerarse necesariamente ilegal la 
decisión mediante la cual el Tribunal de la Función 
Pública no se pronunció por considerar que no contaba 
con los elementos precisos. 

C. Sobre la pretensión de condena. 

13) El Tribunal de la Función Pública declaró el recurso 
inadmisible por litispendencia, cuando el vicio de litis­
pendencia no está previsto entre los vicios sustanciales 
de forma establecidos. Asimismo, no explicó cómo 
puede existir identidad de recursos entre un litigio que 
pende en primera instancia y uno pendiente en apela­
ción, ni declaró cómo y quién probó los elementos 
fácticos en los que se basa esa decisión. 

14) Por último, el recurrente considera que la estimación del 
recurso y la casación de la sentencia exigen una nueva 
decisión sobre las costas, incluidas las correspondientes 
a la primera instancia. 

Recurso interpuesto el 29 de julio de 2011 — Elliniká 
Touristiká Akínita/Comisión 

(Asunto T-419/11) 

(2011/C 282/80) 

Lengua de procedimiento: griego 

Partes 

Demandante: Elliniká Touristiká Akínita A.E. (Atenas) (represen­
tante: N. Fragkákis, abogado) 

Demandada: Comisión Europea 

Pretensiones 

La parte demandante solicita al Tribunal General que: 

— Admita el recurso en su totalidad. 

— Anule e invalide la Decisión de la Comisión impugnada, 
dirigida a la República Helénica. 

— Ordene la devolución, más los intereses correspondientes, de 
todo importe eventualmente «recuperado» de la recurrente 
de modo directo o indirecto en ejecución de la Decisión 
impugnada. 

— Condene en costas a la Comisión. 

Motivos y principales alegaciones 

Mediante el presente recurso, la demandante solicita la 
anulación de la Decisión de la Comisión Europea de 24 de 
mayo de 2011, E(2011) 3504 final, relativa a la ayuda de 
Estado a determinados casinos griegos, número C 16/2010 
(ex NN 22/2010, ex CP 318/2009), ejecutada por la República 
Helénica. 

En apoyo de su recurso, la parte demandante invoca los siguien­
tes motivos de anulación. 

1) Primer motivo, basado en la interpretación y aplicación in­
correctas del artículo 107 TFUE, apartado 1, y en una mo­
tivación insuficiente, en infracción del artículo 296 TFUE. En 
particular, la ayuda de que se trata: i) no proporciona una 
ventaja económica a los casinos de Parnitha y Corfú a través 
de la transferencia de recursos públicos; ii) no tiene carácter 
selectivo, y iii) no puede afectar a los intercambios entre los 
Estados miembros, ni falsea o amenaza con falsear la 
competencia. 

2) Segundo motivo, basado en la interpretación y aplicación 
incorrectas del artículo 14, apartado 1, primera frase, del 
Reglamento (CE) n o 659/1999 del Consejo, de 22 de marzo 
de 1999 por el que se establecen disposiciones de aplicación 
del artículo 93 del Tratado CE (DO L 83, p. 1). En particular: 
i) la recuperación de la ayuda de Estado ilegal puede solici­
tarse sólo y exclusivamente de los beneficiarios efectivos de 
la ayuda, y ii) no existe identidad entre los beneficiarios 
efectivos de la medida de que se trata (los clientes de los 
casinos) y los sujetos destinatarios de la orden de recupera­
ción (los casinos de Corfú, Parnitha y Salónica), para acceder 
a los cuales no debe pagarse entrada. 

3) Tercer motivo, basado en la interpretación y aplicación in­
correctas del artículo 14, apartado 1, segunda frase, de dicho 
Reglamento. La recuperación de la ayuda de que se trata es 
contraria: i) al principio de confianza legítima y ii) al prin­
cipio de proporcionalidad.
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